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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA UNITARIA CIVIL FAMILIA

         Magistrada: Claudia María Arcila Ríos

         Pereira, septiembre veintiuno (21) de dos mil dieciséis (2016)

         Expediente No. 66001-22-13-000-2016-00894-00

El señor José Darío Ruíz Ospina promovió acción de tutela contra el Juzgado Primero Penal del Circuito con Funciones de Conocimiento de Pereira.
Pretende, con la acción propuesta, se ampare su derecho al debido proceso. Para protegerlo, solicita se ordene al referido juzgado, pronunciarse sobre el recurso de apelación que interpuso frente a la sentencia penal anticipada proferida en su contra. 
La acción se dirigió a la Sala Penal de la Corte Suprema de Justicia. El Presidente, por auto del 7 de septiembre pasado, ordenó remitirla al Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, al que corresponde conocer del asunto y aunque no se indicó de manera concreta a cuál de sus Salas, la secretaría de esa entidad la remitió a la Penal.

Llegadas las diligencias, la secretaría de tal Sala, sin auto que lo ordenara, las envió a la Jefe de la Oficina Judicial, teniendo en cuenta que la Corte Suprema de Justician ordenó remitirla para que fuera repartida entre los “H. Magistrados que la componen” y así llegó el expediente a este despacho.

Dice el numeral 2º del artículo 1º del Decreto 1382 de 2000: “Cuando la acción de tutela se promueva contra un funcionario o corporación judicial, le será repartida al respectivo superior funcional del accionado...”
La providencia en la que encuentra el actor lesionado el derecho cuya protección reclama se produjo en un proceso de naturaleza penal, del que conoce el señor Juez Primero Penal del Circuito con Funciones de Conocimiento de Pereira y en esas condiciones, para ese asunto, el superior funcional del juzgado accionado es la Sala Penal de este Tribunal Superior, a la que compete conocer del asunto de acuerdo con la norma atrás transcrita.
Así las cosas, como no es esta Sala competente para conocer de la acción instaurada, se ordenará remitir las diligencias a la Oficina Judicial de Reparto de esta ciudad, para que sea sorteada, exclusivamente, entre los magistrados que integran la Sala Penal del Tribunal Superior de este Distrito Judicial.
Lo anterior, para evitar futuras nulidades, teniendo en cuenta que la Corte Suprema de Justicia, en relación con la competencia para conocer de acciones de tutela tramitadas en asuntos similares, ha dicho:

“1.- Del escrito inicial emerge claro que la Sala Civil – Familia – Laboral del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Santa Rosa de Viterbo efectivamente es incompetente para resolver la salvaguarda en primera instancia, toda vez que las actuaciones y las providencias censuradas han sido cumplidas o emitidas, respectivamente, en el escenario de un proceso penal. 

En efecto, el reproche constitucional se circunscribe, como arriba se indicó, a cuestionar, en compendio, el proceder del Juzgado Promiscuo del Circuito de Socha (Boyacá) dentro del asunto en el que se condenó a Blanca Yolanda Vega de Abril, Armando Yesid Abril Vega y Segundo Fideligno Abril Abril «por el delito de explotación ilícita de yacimiento minero y otros materiales contemplado por el Art. 338 del C. P», cuestión que comporta la falta de competencia de la Sala de Decisión que resolvió la acción de tutela materia de estudio.

 
2.- En este orden de ideas, según la regla establecida por el artículo 1º, numeral 2º, del Decreto 1382 de 2000, el conocimiento del amparo corresponde, en primer grado, a la Sala Penal de la citada Corporación, pues, tal norma prevé «cuando la acción de tutela se promueva contra un funcionario o corporación judicial, le será repartida al respectivo superior funcional del accionado»

3.- En cuanto a la potestad para decretar nulidades, esta Corte señaló que:

 
(…) hace suya la preocupación de la Honorable Corte Constitucional expresada en el auto 124 de 2009 (Exp. I.C.C.1404) sobre la imperiosa necesidad de evitar la dilación en el trámite de las acciones de tutela para garantizar su finalidad, eficiencia y eficacia, esto es, la protección efectiva e inmediata de los derechos fundamentales… Empero, no comparte su posición respecto a que los jueces ‘no están facultados para declararse incompetentes o para decretar nulidades por falta de competencia con base en la aplicación o interpretación de las reglas de reparto del decreto 1382 de 2000’ el cual “…en manera alguna puede servir de fundamento para que los jueces o corporaciones que ejercen jurisdicción constitucional se declaren incompetentes para conocer de una acción de tutela, puesto que las reglas en él contenidas son meramente de reparto”… En efecto, el Decreto 1382 de 2000, reglamenta el artículo 37 del Decreto 2591 de 1991 relativo a la competencia para conocer de la acción de tutela y, por supuesto, establece las reglas de reparto entre los jueces competentes. Pero también, dispone directrices concretas para el conocimiento…Por otra parte, aunque el trámite del amparo se rige por los principios de informalidad, sumariedad y celeridad, la competencia del juez está indisociablemente referida al derecho fundamental del debido proceso’…» (CSJ SC auto de 13 de mayo de 2009, rad.00083-01, ratificado el 17 de septiembre de 2013, rad. 00753-01 y reiterado el 30 de enero de 2014, rad. T 02141-01).

4.- En esas condiciones, se reitera, la autoridad que decidió la protección invocada no era la facultada para ese fin y, por supuesto, esta Sala especializada de la Corte tampoco lo es para desatar la apelación que se formuló, por lo que la actuación cumplida hasta acá se dejará sin efecto y se enviará el expediente a la oficina judicial legalmente habilitada para esa labor.”

Es necesario precisar que esta Sala no desconoce el contenido del auto 124 de 2009 proferido por la Corte Constitucional, en el que se  impuso como obligación a los funcionarios judiciales avocar el conocimiento de esta clase de acciones y les impide declararse incompetentes cuando de aplicar las reglas de reparto se trata; sin embargo, comparte el criterio de la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia en relación con la competencia que deben tener los jueces para conocer de las acciones de tutela, el que aún se mantiene
. 

Además, por mandato del artículo 230 de la Constitución Política, los jueces están sometidos al imperio de la ley y por ende, no están obligados por ningún precepto jurídico a acoger, sin posibilidad de crítica ni discernimiento, el criterio plasmado por la Corte Constitucional en el último auto citado, del que respetuosamente esta Sala se aparta, con fundamento en las providencias de la Corte Suprema de Justicia citadas, que encuentran sustento en la normatividad jurídica.

En mérito de lo expuesto, esta Sala Unitaria Civil-Familia, del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira,

R E S U E L V E

1-. Se declara incompetente para conocer de la acción de tutela instaurada por José Darío Ruíz Ospina contra el Juzgado Primero Penal del Circuito con Funciones de Conocimiento de Pereira.

2.- Remítanse las diligencias a la oficina de administración judicial en esta ciudad para que sea repartida, exclusivamente, entre los Magistrados que integran la Sala Penal del Tribunal Superior de este Distrito Judicial.
3.- Notifíquese esta decisión al demandante por el medio más eficaz.

Notifíquese y cúmplase, 
La Magistrada,

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS
� Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil. Auto de 14 de marzo de 2014. Magistrado Ponente: Fernando Giraldo Gutiérrez. Expediente n° 15693 -22-08-001-2013-00180-01. 





� Ver por ejemplo autos del 30 de abril de 2010, MP. Arturo Solarte Rodríguez; del 5 de julio de 2011, MP. Fernando Giraldo Gutiérrez; del 8 de febrero de 2013, MP. Arturo Solarte Rodríguez y del 19 de agosto de 2014, MP. Margarita Cabello Blanco
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